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ECUADOR 

Sentencia No. 1072-21-JP/24 

 

TRIBUNAL 
 

EL PLENO DE LA CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR 

MATERIA 
 

Constitucional 

INTERVINO LA 
DEFENSORIA 
PUBLICA 

 

Sí. Mediante designación otorgada al Ab. Jonathan Vera por la Dirección Provincial de 

Defensoría Pública de Santo Domingo de los Tsáchilas del 15 de marzo, a fin de que asuma 

la defensa de Daynis Rosario Ortiz Cacierra, Luis Richard Vega Chamba y otros en calidad 

de terceros interesados.  

DATOS DEL DEFENSOR/A 
PUBLICO 

 

Ab. Jonathan Vera  

DERECHOS 
INVOLUCRADOS 

 

Derecho a la salud, Derecho al trabajo, Derecho a la seguridad social, Derecho a la vivienda, 

Derecho a la igualdad y no discriminación, Derecho a la identidad, Derecho al agua, Derecho 

a la alimentación, Derecho a una vida digna, Derecho a la educación, Prohibición de 

esclavitud y servidumbre de la gleba. 



 

 

BREVE RELACION DE 
LOS HECHOS 

 

La sentencia de revisión No.1072-21-JP/24 acepta las acciones de protección que un 

conjunto de personas afectadas planteó en contra de Furukawa Plantaciones del Ecuador 

C.A. y de varias entidades públicas (Ministerios del Trabajo, Salud, Inclusión Económica y 

Social, Educación y Gobierno).  

 

De la relación de los hechos se desprende que, por más de cinco décadas, Furukawa mantuvo 

en sus haciendas una práctica análoga a la esclavitud conocida como servidumbre de la 

gleba. 

 

La Corte Constitucional determinó que el modus operandi de Furukawa consistía en 

aprovecharse de personas en condiciones de extrema vulnerabilidad para que vivan en 

campamentos dentro de las haciendas y cosechen abacá en beneficio de la empresa.  

 

Los campamentos dentro de las haciendas de Furukawa carecían de servicios básicos, así 

como acceso a servicios de educación y salud. 

 

 La empresa utilizaba distintas figuras contractuales en el marco de la servidumbre de la 

gleba, a fin de dotar una aparente “legalidad” a esta práctica y, desde 2011 hasta 2019, utilizó 

contratos de arrendamiento suscritos con personas en situación de extrema vulnerabilidad. 

 

La acción de protección 23571-2019-01605: 

 

Un grupo de 123 personas (“accionantes”), presentó una acción de protección en contra de 

Furukawa Plantaciones C.A. del Ecuador (“Furukawa”) y de varias entidades públicas 

(“entidades públicas accionadas”). Estas entidades fueron el Ministerio de Gobierno, el 

Ministerio del Trabajo, el Ministerio de Inclusión Económica y Social (“MIES”) y el 

Ministerio de Salud Pública (“Ministerio de Salud”). La causa fue signada con el número 

23571-2019-01605 y su conocimiento correspondió al juez de la Unidad Judicial contra la 

Violencia a la Mujer o Miembros del Núcleo Familiar del cantón Santo Domingo (“Unidad 

Judicial”).  



 

 

Los accionantes alegaron que el sistema de producción del abacá en las haciendas de 

Furukawa derivó en una servidumbre de la gleba, una práctica análoga a la esclavitud. 

Asimismo, los beneficiarios de la acción alegaron que esta práctica análoga a la esclavitud 

ocurrió en las haciendas de Furukawa ubicadas en la vía Santo Domingo-Quevedo desde 

1963 hasta 2019 y, por tal razón, derivó en la violación de varios derechos (entre ellos, 

libertad, trabajo, igualdad y no discriminación, seguridad social, salud, educación y vida 

digna, así como los derechos de niñas, niños y adolescentes). 

 

Adicionalmente, los accionantes argumentaron que las entidades públicas accionadas no 

adoptaron medidas de investigación, sanción y reparación suficientes ante las violaciones 

de derechos ocasionadas por la empresa. 

 

El juez de la Unidad Judicial aceptó la acción de protección y declaró la vulneración de los derechos 

constitucionales de los accionantes por parte de Furukawa y de las instituciones públicas: el 

Ministerio del Trabajo, el Ministerio de Salud y el MIES. Asimismo, ordenó que la empresa 

Furukawa entregue cinco hectáreas de tierra rural a los accionantes (o, dependiendo de la preferencia 

de la víctima, el valor equivalente en dinero) y dispuso la indemnización a los mismos accionantes. 

 

Los accionados interpusieron el recurso de apelación en contra de la sentencia dictada por 

el juez de la Unidad Judicial. Sin embargo, en la etapa de apelación, los jueces de la Sala 

Multicompetente de la Corte Provincial de Santo Domingo, en voto de mayoría, aceptaron 

parcialmente los recursos de apelación de las entidades públicas y de Furukawa. En 

consecuencia, negaron el recurso interpuesto por los accionantes y resolvieron lo siguiente: 

 

“6.1. Ratificar la declaración de vulneración de los derechos de los accionantes por parte 

de Furukawa y ratificar las medidas de reparación integral. Los jueces “reformaron” la 

sentencia de primera instancia al señalar que la medida de reparación económica debía 

calcularse conforme el artículo 19 de la LOGJCC.  

 

6.2. Negar la acción de protección respecto de todas las entidades públicas, al considerar 

que estas sí adoptaron medidas frente a las vulneraciones de derechos de los accionantes.”  

 



 

 

Furukawa solicitó la aclaración y ampliación de la sentencia, y los jueces de la Sala de la 

Corte Provincial aceptaron el recurso y resolvieron lo siguiente 

 

“7.1. Aclarar que la reparación económica debía sujetarse a lo dispuesto en la ley, lo cual 

implicaba que (i) debía ser calculada en un proceso separado y que (ii) debía consistir en 

una sola indemnización, sin que pueda existir una reparación adicional relacionada con la 

entrega de un determinado número de hectáreas de tierras. 

 

7.2. Reiterar que no era posible otorgar efectos inter comunis a la sentencia porque, para 

ello, se requeriría prueba de las circunstancias particulares de cada persona.” 

 

El 8 de diciembre de 2021, la sentencia de segunda instancia fue remitida a la Corte 

Constitucional para su eventual selección y revisión. El caso fue signado con el número 

1072-21-JP. 

 

1.2. La acción de protección 23201-2021-01654 

 

El 29 de junio de 2021, la Defensoría del Pueblo (“DPE”), en representación de 216 

personas, presentó una acción de protección en contra de Furukawa y del Ministerio del 

Trabajo. La acción de protección se signó con el número 23201-2021-01654 y se 

fundamentó en los mismos argumentos y pretensiones que la demanda del proceso 23571-

2019-01605. 

 

En sentencia de 26 de julio de 2022, el juez de la Unidad Judicial de Familia, Mujer, Niñez, 

Adolescencia y Adolescentes Infractores del cantón Santo Domingo negó la acción de 

protección por considerar que se trataba de un asunto de carácter laboral.  

 

 La Defensoría del Pueblo interpuso recurso de apelación. Sin embargo, los jueces de la Sala 

Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia de Santo Domingo de los Tsáchilas 

negaron el recurso de apelación. 

  

 



 

 

El 4 de mayo de 2023, la sentencia de apelación fue remitida a la Corte para su eventual 

selección y revisión. El caso fue signado con el número 1627-23-JP. 

 

El 18 de enero de 2022, la Sala de Selección seleccionó el caso 1072-21-JP para el desarrollo 

de jurisprudencia vinculante por cumplir los criterios de gravedad y novedad. 

 

 El 21 de julio de 2023, la Sala de Selección seleccionó la causa 1627-23-JP y dispuso su 

acumulación al caso 1072-21-JP, al fundamentarse en las mismas alegaciones de violaciones 

de derechos por parte de Furukawa y de las entidades públicas accionadas. 

 

La Defensoría Pública del Ecuador patrocinó a los abacaleros Daynis Rosario Ortiz Cacierra, 

Luis Richard Vega Chamba y otros en calidad de terceros interesados al encontrarse en la 

misma situación que los accionantes de las causas 1072-21-JP y 1627-23-JP. 

 

La Defensoría Pública obtuvo los medios de prueba necesarios para justificar las situaciones 

análogas a las de otros trabajadores de la empresa Furukawa. Así, a partir del contraste de 

sus relatos, fue posible determinar la vulneración de los derechos provocada por la empresa 

Furukawa. 

 

Y, en efecto, la Corte Constitucional determinó que:  

 

182. Además de los accionantes de las causas 1072-21-JP y 1627-23-JP, la Corte identifica 

a tres víctimas adicionales que comparecieron al proceso de revisión. María Cecilia 

Castillo (accionante de la causa 3518-23-JP), Daynis Ortiz Cacierra y Luis Richard Vega 

Chamba (comparecientes en el escrito de 2 de octubre de 2023) demostraron ser 

abacaleros de las haciendas de Furukawa en la audiencia ante la Corte. Estas tres personas 

relataron sus experiencias al cosechar abacá dentro de las haciendas de Furukawa, 

identificaron los campamentos y las haciendas en las que vivieron, describieron las 

condiciones de vida indignas de los campamentos y explicaron sus funciones en el proceso 

productivo del abacá y las jornadas extenuantes de trabajo a las que estaban sometidos. 



 

 

Además de su participación en el proceso productivo del abacá, Daynis Ortiz Cacierra se 

refirió a su experiencia como madre en las haciendas de Furukawa, lo cual incluyó las 

dificultades para tener un parto en condiciones dignas que fueron verificadas respecto de 

las accionantes (traslado en hamaca), así como episodios de violencia sexual y temor a 

enviar a sus hijas a estudiar por las distancias que debían recorrer. 

 

El 16 de noviembre de 2023, la Sala de Selección seleccionó la causa 3518-23-JP y dispuso 

su acumulación al caso 1072-21-JP. Esta acción fue interpuesta por María Cecilia Castillo 

Barrio en contra de Furukawa, a fin de sustentar que habría trabajado en el cultivo del abacá 

en las haciendas de la empresa en condiciones precarias. No obstante, la acción fue negada.  

 

La Corte Constitucional seleccionó esta causa, debido a que reflejaba “la misma 

problemática de los casos seleccionados [1072-21-JP y 1627-23-JP]”, presentados por dos 

grupos de accionantes que alegaron haber sido víctimas de una práctica masiva y sistemática 

análoga a la esclavitud.   

 

La Corte expresó que: “La resolución del caso 3518-23-JP —que trata de una persona 

posiblemente afectada— depende de la existencia de la práctica sistemática alegada por 

los grupos de accionantes.”.  Por tanto, la Corte Constitucional examinó el caso 3518- 23-

JP, a fin de verificar si la servidumbre de la gleba alegada en los casos 1072-21-JP y 1627- 

23-JP concatenó en la vulneración de los derechos de María Cecilia Castillo. 

 

La Corte Constitucional previo a pronunciarse sobre el fondo del caso, resolvió dos 

cuestiones: (i) si la acción de protección es la vía que resulta adecuada para resolver esta 

controversia; y, (ii) si Furukawa, al ser una persona particular, tiene legitimación pasiva en 

la presente causa. 

En relación al punto (i), el presente caso trata de las violaciones de derechos que habrían 

sido causadas a las y los abacaleros y arrendatarios por una serie de hechos ocurridos desde 



 

 

1963 hasta 2019 en los distintos campamentos de las haciendas de Furukawa ubicadas en la 

vía Santo Domingo-Quevedo. 

En relación al punto (ii), la Corte determinó que existe un estado de subordinación frente a 

un poder económico, así como un daño grave a las personas sometidas a una práctica análoga 

a la esclavitud, lo cual habría tenido como factor determinante la condición de extrema 

pobreza y exclusión social de las personas que cosechaban abacá en las haciendas de 

Furukawa. 

Por lo tanto, la empresa Furukawa es legitimado pasivo en la presente causa y la acción de 

protección es la vía adecuada para resolver los hechos afirmados por los accionantes. 

FUNDAMENTOS DE 
DERECHO 

- Constitución de la República del Ecuador: artículo 11, numeral 9, artículo 75, artículo 

86, numeral 3, artículo 226.   

- Código Orgánico Integral Penal: Artículo 11, numeral 3, Artículos 77 y 78 

-  Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional: artículo 18 

-  Ley Orgánica Integral para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres: 

artículo 3, literal d: artículo 38. 

- Código de la Niñez y Adolescencia: artículo 32: 

 

CONTEXTO SOCIAL Y 
ECONÓMICO DEL 
CASO 

 

La esclavitud y sus prácticas análogas tienen un carácter 'pluriofensivo' que constituyen graves 

violaciones de derechos humanos, prohibición que es considerada por la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos ('Corte IDH') y la Corte Internacional de Justicia como una norma ius cogens o 

imperativa del derecho internacional que conlleva obligaciones erga omnes 

 



 

 

ARGUMENTOS Y 
FUNDAMENTACIÓN 
DE LA CORTE 

En virtud del artículo 436 numeral 6 de la Constitución de la República del Ecuador, en 

concordancia con el artículo 25 de la LOGJCC, el Pleno de la Corte Constitucional expide 

la sentencia No. 1072-21-JP/24 que constituye jurisprudencia vinculante. 

 La Corte Constitucional del Ecuador en la sentencia No. 1679-12-EP/20 determinó la aplicación del 

artículo 42 numeral 4 de la LOGJCC a los conflictos relacionados con los derechos laborales y 

estableció una regla general y dos excepciones." 

“La regla general es que las discusiones de índole estrictamente laboral —es decir, 

conflictos cuya pretensión sea exclusivamente el reconocimiento de haberes laborales— 

tienen una vía adecuada y eficaz en la justicia laboral ordinaria. La primera excepción a 

esta regla es si la vía laboral no es idónea. Esto ocurre, por ejemplo, si se han afectado otro 

tipo de derechos de los trabajadores distintos de los laborales, como podría ocurrir en casos 

de discriminación, esclavitud, trabajo forzoso o afectaciones graves a la integridad personal 

de los trabajadores. En estos casos, la acción de protección es la vía adecuada para tutelar 

los derechos afectados, pues las pretensiones relacionadas con la afectación de otro tipo de 

derechos constitucionales no pueden ser resueltas en la vía laboral. La segunda excepción 

se presenta cuando la vía laboral es adecuada para resolver las pretensiones, pero deja de 

ser eficaz, lo cual ocurre ante situaciones excepcionales que requieran una tutela urgente” 

(El resaltado y subrayado me pertenece). 

La Corte Constitucional considera que los hechos alegados por los accionantes no se reducen 

a la mera determinación de haberes laborales sino a vulneraciones de derechos sujeta a una 

práctica análoga a la esclavitud conocida como servidumbre de la gleba.  

Esta práctica análoga a la esclavitud consistía en aprovecharse de la condición de 

vulnerabilidad de las personas que vivían en las haciendas, en beneficio de la empresa. La 

Corte Consideró que estos hechos, al referirse a una práctica análoga a la esclavitud, se 

relacionan con vulneraciones de derechos distintos a los laborales, y por tanto, se enmarcan 

en la primera excepción a la regla general de la sentencia 1679-12-EP/20.  

 

 En este sentido, la Corte Constitucional del Ecuador ha concluido que la acción de 

protección es la vía adecuada para resolver el presente caso. 

 



 

 

La Corte Constitucional plantea los siguientes problemas jurídicos relevantes: 

 

8.2.1. ¿Furukawa se aprovechó de la situación de desigualdad estructural en la que se 

encontraban las y los abacaleros y arrendatarios de sus haciendas, generada por sus 

condiciones de extrema vulnerabilidad y su origen afrodescendiente? 

La Corte Constitucional expresa que el derecho a la igualdad material presupone dos 

obligaciones: positiva y negativa. 

La primera presupone la adopción de acciones afirmativas para promover la igualdad. La 

segunda, dirigida tanto al Estado como a los particulares, consiste en abstenerse de incurrir 

en prácticas que perpetúen la discriminación y subordinación a la que han sido sometidos 

dichos grupos. 

Al respecto, la Corte Constitucional del Ecuador expresa: 

 

“94. Ante una situación de desigualdad o desventaja que afecta a las personas que, por su 

condición de vulnerabilidad o subordinación, han estado expuestas a aspectos estructurales 

o históricos a partir de los cuales se las ha excluido o limitado del ejercicio de los derechos, 

se parte de una sospecha de que las desventajas o tratos diferenciados se fundamentaron en 

la categoría o criterio que ha perpetuado su exclusión y son discriminatorios. Cuando las 

presuntas víctimas pertenecen a estas “categorías sospechosas”, se presume la 

discriminación y se invierte la carga de la prueba para desvirtuar esta presunción. […]” 

 

El que la Constitución identifique ciertos criterios como “categorías sospechosas” de 

discriminación se traduce en que se presuma que una diferenciación perjudicial o excluyente 

basada en ella (sea de iure o de facto) es a priori discriminatoria.” 

En el presente caso, la Corte Constitucional del Ecuador determina que son personas en 

situación de extrema vulnerabilidad, susceptibles de ser víctimas de esclavitud y prácticas 

análogas. Así, a la luz del artículo 11.2 de la Constitución, la Corte parte de la sospecha de 

que estas condiciones o factores incidieron en que hayan sido contratadas para cosechar 

abacá en beneficio de Furukawa. 



 

 

Por consiguiente, la Corte expresa: "al existir esta sospecha, conforme el artículo 11.2 de la 

Constitución, le corresponde a Furukawa demostrar que el sistema de producción de abacá 

en sus haciendas no era discriminatorio, es decir, que no se aprovechó de la exclusión social 

de las y los abacaleros y arrendatarios (párrafo 94)." Sin embargo, Furukawa no formuló 

ningún argumento de descargo sobre la discriminación ni presentó pruebas en instancia ni 

en el proceso ante la Corte. 

Por lo tanto, la Corte concluye que la empresa reforzó un patrón de exclusión sistemático 

en perjuicio de personas afrodescendientes y vulnerables por su situación de pobreza o 

extrema pobreza, factores que les hacían más susceptibles de ser víctimas de esclavitud o 

prácticas análogas.  

 

La Corte Constitucional formuló el siguiente problema jurídico, para determinar si las 

condiciones de vida y trabajo dentro de las haciendas de Furukawa fueron impuestas por la 

empresa y los mantuvieron en dicha situación 

 
La Corte Constitucional del Ecuador formula la siguiente pregunta: ¿Las condiciones de vida y 

trabajo en las haciendas de Furukawa fueron incompatibles con la dignidad humana y 

mantuvieron a las y los abacaleros y arrendatarios en una situación de extrema vulnerabilidad, 

lo que les impedía acceder a otras fuentes de sustento y los vinculaba permanentemente a las 

tierras que cultivaban? 

 

La Constitución de la República del Ecuador en el artículo 66 numeral 2 reconoce “el 

derecho a una vida digna, que asegure la salud, alimentación y nutrición, agua potable, 

vivienda, saneamiento ambiental, educación, trabajo, empleo, descanso y ocio, cultura 

física, vestido, seguridad social y otros servicios sociales necesarios.”. 

 

El derecho a la vida digna tiene una dimensión individual y colectiva que permite la 

consecución de otros derechos conexos y, por lo tanto, su vulneración implica la afectación 

sistemática de otros derechos que podría repercutir en distintas generaciones de dicho grupo 

de individuos. 

 



 

 

La Corte Constitucional expresa que, es responsabilidad del Estado, y no de las personas 

jurídicas privadas, garantizar que las personas que viven en zonas rurales accedan a servicios 

básicos y vivan dignamente.  

 

La Corte verifica que las condiciones de vida en las haciendas de Furukawa fueron 

incompatibles con la dignidad humana al mantener a las y los abacaleros en situación de 

particular vulnerabilidad, sin acceso a los derechos y servicios más básicos, lo que incluyó 

una afectación pluriofensiva a los derechos de todos ellos e incluyó afectaciones específicas 

a la salud reproductiva de las mujeres y al desarrollo de los niños y niñas.  

 

 La Corte Constitucional del Ecuador formula la siguiente pregunta: ¿Se cumplen los 

elementos constitutivos de la servidumbre de la gleba, en conjunto con los criterios que 

demuestran el ejercicio de los atributos del derecho de propiedad conforme lo 

establecido por la Corte IDH? 

 

A la luz del artículo 1 de la Convención Suplementaria sobre la Abolición de la Esclavitud, 

la Trata de Esclavos y las Instituciones y Prácticas Análogas a la Esclavitud, la Corte 

encuentra acuerdos y una costumbre que obligaron a las y los abacaleros y arrendatarios a 

vivir y trabajar una tierra que no les pertenecía. 

 

La Corte Constitucional concluyó que las y los abacaleros y arrendatarios estuvieron 

obligados a trabajar y vivir en las tierras de Furukawa a partir de acuerdos y de una 

costumbre. 

 

La Corte Constitucional determina que: “Furukawa recurrió a distintos tipos de acuerdos 

(un ejemplo es la suscripción de contratos de arrendamiento desde 2011 hasta 2019) que 

establecían la obligación de cultivar el abacá en sus haciendas. En cuanto a la costumbre, 

esta obligó a generaciones de abacaleros a cultivar el abacá en beneficio de Furukawa, 

pues estas personas percibían a dicha actividad como su única posibilidad de subsistencia.” 

 

Análisis de si las y los abacaleros prestaron servicios a favor de Furukawa 

 

La Corte Constitucional analiza la figura del arrendamiento de predio rústico. Este contrato, 



 

 

a criterio de la Corte, es 

 

226 En definitiva, el contrato de arrendamiento de predio rústico permite al arrendatario 

gozar libremente del predio arrendado a cambio de un precio pactado, siempre y cuando lo 

conserve y destine al uso convenido. Al otorgar la facultad de goce de la cosa al 

arrendatario, en este tipo de contratos el arrendador carece de dicha facultad y, en 

consecuencia, no puede aprovecharse de los frutos de la cosa arrendada. 

 

En tal virtud, la Corte expresa:  

 

124.2. Estos elementos no se cumplían en la relación entre Furukawa y las personas que 

seleccionaba como arrendatarias. Aunque los contratos celebrados por Furukawa 

establecían la entrega de una hacienda a cambio de un precio (calculado en función de la 

producción de abacá), los arrendatarios de Furukawa no podían gozar libremente de los 

predios arrendados. Debían vender la fibra de abacá exclusivamente a Furukawa, quien les 

exigía cuotas de producción y les descontaba el valor del canon de arrendamiento y las 

herramientas necesarias para su trabajo. Estas circunstancias llevaban a que sus ingresos 

sean ínfimos228 y a que estén atados a la tierra y a la producción en beneficio de Furukawa, 

llegando a endeudarse frente a la empresa. En otras palabras, quien se beneficiaba de los 

frutos del predio arrendado era Furukawa y no los arrendatarios, lo cual es contrario a la 

naturaleza del contrato de arrendamiento que la empresa invoca a su favor. 

 

Por lo tanto, la Corte Constitucional del Ecuador expresa que se evidenció la explotación de los 

trabajadores y la obtención de un beneficio por parte de la empresa, siendo estos dos criterios 

desarrollados por la Corte IDH que guían el análisis de la servidumbre de la gleba. 

 

Por consiguiente, la Corte determinó que la empresa Furukawa superpuso el sistema de 

producción sobre la dignidad humana de las personas vulnerables. 

 

¿Las y los abacaleros y arrendatarios tenían libertad para cambiar su condición? 

 

La empresa Furukawa limitó a las y los abacaleros y arrendatarios su libertad ambulatoria al 

controlar el ingreso y salida de las haciendas por vehículos y al aprovecharse de barreras 

geográficas que dificultaban su salida de las haciendas.  

 
El argumento de la Corte se basó en el informe de la perita antropológica sobre la situación de los 

abacaleros. De este informe se desprende que: “salir de los campamentos sea muy complicado 

porque no hay bus ni recorrido [y] tienen que caminar largas horas”.  Bajo el mismo 



 

 

razonamiento, la Corte IDH en el Caso Trabajadores de la Hacienda Brasil Verde c. Brasil 

determinó que “la localización geográfica de las haciendas puede ser por sí misma un 

elemento que limita la libertad de los trabajadores, puesto que muchas veces el acceso a 

centros urbanos es casi imposible debido no solo a la distancia sino también a la 

precariedad de las vías de acceso”. 

 

Por lo tanto, la empresa Furukawa limitó la libertad ambulatoria de las y los abacaleros, al 

no adoptar medidas que faciliten su salida de las haciendas y su acceso a servicios básicos. 

 

Adicionalmente, la distancia entre las haciendas y las ciudades, centros educativos y centros 

de salud permitió que las y los abacaleros y arrendatarios de la empresa estén aislados y 

favoreció su trabajo exclusivamente en el cultivo del abacá, sin que puedan cambiar su 

condición. 

 

La empresa estableció cuotas de producción a las y los abacaleros, convirtiéndolos en 

dependientes de la producción del abacá dentro de las haciendas de la empresa, lo que 

provocó endeudamientos para cubrir sus necesidades básicas. 

 

La Corte manifestó que: “Dicho de otro modo, bajo el esquema de producción que existía 

dentro de las haciendas (sumado a factores como la falta de acceso a educación), las y los 

abacaleros y arrendatarios no tenían libertad para dedicarse a otras actividades y la única 

forma de subsistencia para ellos durante generaciones fue seguir cosechando abacá en 

beneficio de la empresa. En estas circunstancias, existía una restricción sustancial de la 

autonomía individual de los abacaleros y arrendatarios porque su dependencia económica 

frente a Furukawa era tal que no tenían razonablemente otras opciones de vida.” 

 

Por otro lado, la Corte determinó que la Furukawa vulneró el derecho a la tutela judicial 

efectiva al obligar a las y los abacaleros a renunciar a acciones judiciales contra Furukawa, 

pese a las violaciones graves a la dignidad humana relacionadas con la servidumbre de la 

gleba, una práctica prohibida no solo por la Constitución sino por normas internacionales. 

 

La Corte Constitucional expresa que: “236 Conforme los Principios Rectores sobre las 



 

 

Empresas y los Derechos Humanos, si una empresa genera un impacto negativo en los 

derechos de las personas, debe reparar los daños que hayan sido causados, más aún si 

dichos daños pueden ser irreversibles y requerir una respuesta inmediata.” 

 

Sin embargo, Furukawa omitió cualquier reconocimiento de responsabilidad y reparación 

por los daños que su actividad causó a las y los abacaleros y arrendatarios de sus haciendas,  

dado que el comodato y las “ayudas económicas solidarias” no constituyen un 

reconocimiento de responsabilidad ni una reparación a las y los abacaleros y arrendatarios. 

 

 

La Corte Construccional formula la siguiente pregunta: ¿Furukawa sometió a las y los 

abacaleros a condiciones incompatibles con su dignidad humana que evidencian que existió 

servidumbre de la gleba? 

 

La Corte Constitucional, expresa: 

 

 “137. La Corte ha verificado que (i) Furukawa se aprovechó de la condición de extrema 

vulnerabilidad de sus arrendatarios y abacaleros; (ii) las condiciones de vida dentro de las 

haciendas de Furukawa fueron incompatibles con la dignidad y mantuvieron a las y los 

abacaleros y arrendatarios en situación de vulnerabilidad; (iii) se cumplen los elementos 

previstos en la Convención Suplementaria sobre la Abolición de la Esclavitud, la Trata de 

Esclavos y las Instituciones y Prácticas Análogas a la Esclavitud para que exista 

servidumbre de la gleba; y, (iv) la falta de condiciones dignas para el cultivo del abacá 

dentro de las haciendas de Furukawa generó afectaciones sistemáticas a los derechos más 

básicos de las y los abacaleros y arrendatarios. La Corte encontró varias características 

que demuestran que Furukawa ejerció los atributos del derecho de propiedad frente a las y 

los abacaleros y arrendatarios, conforme la jurisprudencia de la Corte IDH.” 

 

En este sentido la Corte advierte que Furukawa ejerció las siguientes acciones: 

 

1.- Vulnerabilidad de las víctimas. 

2.- Restricción de la autonomía individual de las y los abacaleros y arrendatarios, 

imposibilitando que accedan a otras opciones de vida 

3.-Formas de coerción para que renuncien a sus derechos. 

4.-La restricción de la movilidad de las víctimas. 

  

 En consecuencia, la Corte determinó que la empresa violó la prohibición de la esclavitud 



 

 

prevista en la Constitución y reconocida en el derecho internacional como una norma ius 

cogens. Esta práctica es contraria a la dignidad humana y afecta de forma sistémica a varios 

derechos constitucionales, entre los que se encuentran: la libertad personal, trabajo, 

seguridad social, vida digna, integridad, salud, e igualdad y no discriminación de las y los 

abacaleros.  

 

La Corte observa que esta práctica también afectó desproporcionadamente a los niños y 

niñas y las mujeres que vivían en las haciendas de Furukawa. 

 

Furukawa inobservó el  artículo 3 del Convenio 182 de la OIT que establece la prohibición 

del trabajo infantil y todas las formas de esclavitud así como sus prácticas análogas. 

 

Adicionalmente, la falta de acceso a educación llevó a que las niñas, niños y adolescentes 

no puedan acceder a otras oportunidades que les permitan cambiar su condición. A su vez,  

ocasionó varias afectaciones a la salud e integridad física de las y los abacaleros por la falta 

de medidas de prevención y mitigación de peligros por parte de la empresa. 

 

La Corte Constitucional a la luz del Informe de la Relatora Especial sobre las formas 

contemporáneas de la esclavitud, incluidas sus causas y consecuencias de 10 de julio de 

2018, señalo que la servidumbre de la gleba que existió en las haciendas de Furukawa afectó 

desproporcionadamente a las mujeres abacaleras y refleja la discriminación que 

estructuralmente sufren las mujeres, la afectación a su dignidad, así como la forma en que el 

factor de género exacerba los riesgos e impactos de la esclavitud y sus prácticas análogas. 

 

Por lo tanto, en las haciendas de Furukawa se configuró una práctica análoga a la esclavitud 

que derivó en una violación masiva de los derechos de las y los abacaleros y graves 

afectaciones a las mujeres y a los niños, niñas y adolescentes. 

 

En relación a las omisiones de las entidades públicas accionadas para prevenir esta situación 

y proteger a las personas afectadas, la Corte Constitucional formula la siguiente pregunta: 

 

 

 



 

 

 

 

 ¿Las entidades públicas accionadas omitieron su deber de prevenir la situación de 

servidumbre que existiría en las haciendas de Furukawa y proteger a las personas 

afectadas? 

 

La Constitución de la República del Ecuador exige a las entidades del Estado adoptar las 

medidas necesarias para prevenir, eliminar y sancionar toda forma de esclavitud, así como 

medidas de protección y reinserción social de las víctimas de estas prácticas. 

 

Sin embargo, la Corte Constitucional evidenció que, en virtud de la actitud omisiva por 

parte de las entidades estatales, la empresa mantuvo a las víctimas en condiciones de 

exclusión y desigualdad estructural, quienes generaron una dependencia económica hacia 

la empresa.  

 

Por lo tanto, la Corte concluyó que las entidades públicas accionadas omitieron su deber de 

adoptar medidas de prevención y protección ante la servidumbre de la gleba que existió en 

las haciendas de Furukawa. Por consiguiente, las entidades públicas accionadas no 

garantizaron los derechos de las y los abacaleros y arrendatarios que están protegidos por la 

prohibición de la esclavitud. 

 

MEDIDAS DE 
REPARACIÓN 
INTEGRAL 
ADOPTADAS 

 Como parte de las medidas de reparación integral, la Corte Constitución ordenó a Furukawa 

las siguientes medidas: medida de compensación en equidad, ejecución de la reparación 

económica, medida de satisfacción, medidas simbólicas, garantías de no repetición, medidas 

de difusión. 

Las entidades públicas deberán desarrollar política interinstitucional para abordar y superar 

las causas estructurales que favorecieron este tipo de servidumbre. Además, dispuso la 

implementación de reformas legales para evitar la impunidad corporativa y eliminar 

prácticas análogas a la esclavitud. 



 

 

FALLO 
 

La sentencia declaró que Furukawa violó la prohibición de la esclavitud en perjuicio de las 

y los abacaleros y arrendatarios de sus haciendas, anulando su dignidad humana.  

 

Como reparación integral ante los actos de Furukawa, la Corte Constitucional ordena a la 

empresa el pago de una reparación económica por daño inmaterial y material, así como 

disculpas públicas.  

La sentencia también declara que las entidades públicas accionadas omitieron su deber de 

adoptar medidas de prevención y protección ante la servidumbre de la gleba.  

 

La Corte Constitucional determina que, previo a 2018, el Ministerio del Trabajo y el 

Ministerio de Salud debieron conocer la situación en la que se encontraban las y los 

abacaleros y arrendatarios y adoptar medidas al respecto y que las medidas adoptadas por 

las entidades públicas accionadas posterior a 2018 fueron insuficientes.  

 

Como reparación integral, la Corte ordena la creación de una política pública 

interinstitucional dirigida a atender y superar las causas estructurales que favorecieron la 

servidumbre de la gleba. Además de la política pública interinstitucional, que estará a cargo 

principalmente del MIES y del Ministerio del Trabajo, la Corte ordena disculpas públicas, 

reformas legales dirigidas a evitar la impunidad corporativa y eliminar las prácticas análogas 

a la esclavitud y otras formas precarias de trabajo agrícola existentes en el país, la creación 

de un documental sobre la servidumbre de la gleba que afectó a abacaleros y arrendatarios 

y de expresiones artísticas que generen memoria sobre los hechos, la declaración de un día 

de conmemoración de las víctimas de Furukawa y la difusión de la sentencia. 
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constitucionales Karla Andrade Quevedo, Jhoel Escudero Soliz, Alí Lozada Prado, Richard 
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